
RV: CONTESTACION - 11001334204620210023000-CONSUELO VELANDIA DE LESMES

Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 24/01/2022 2:37 PM
Para:  Juzgado 46 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin46bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: lunes, 24 de enero de 2022 2:21 p. m. 
Para: Juzgado 16 Administra�vo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RV: CONTESTACION - 11001334204620210023000-CONSUELO VELANDIA DE LESMES
 

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Yulian Rivera <yrivera.tcabogados@gmail.com> 
Enviado: lunes, 24 de enero de 2022 11:58 a. m. 
Para: abogado23.colpen@gmail.com <abogado23.colpen@gmail.com>; yrivera.tcabogados@gmail.com
<yrivera.tcabogados@gmail.com>; Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: CONTESTACION - 11001334204620210023000-CONSUELO VELANDIA DE LESMES
 
SEÑOR
JUZGADO CUARENTA Y SEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO
SECCIÓN SEGUNDA
JUEZ ELKIN ALONSO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
E.              S.                   D.
                                                                                                                         

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de la CONSUELO
VELANDIA LESMES en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE

Ó Ó



GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL- UGPP.

RADICADO: 11001334204620210023000

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, SUSTITUCION Y EXPEDIENTE
ADTIVO  

 
 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá,
identificada con cédula de ciudadanía Nº 1.090.411.578 de Cúcuta, portadora de la Tarjeta
Profesional 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada
SUSTITUTA de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, entidad adscrita
al Ministerio de Hacienda y Crédito Público; por medio del presente escrito y dentro del término
legal procedo a contestar la demanda de la siguiente manera: 

 41579006.zip.001
 

--  
 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR
ABOGADA ESPECIALISTA EN DERECHO ADMINISTRATIVO 

TC ABOGADOS S.A.S.
 Carrera 11 No. 73-44 Oficina 408 - Edificio Monserrat

Tel. (+1) 7037257
Cel.  3017329109

Bogotá D.C.
 

AVISO LEGAL: Este correo electrónico contiene información confidencial. Si Usted no es el destinatario, le
informamos que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, de hacerlo podría
tener consecuencias legales. Si ha recibido este correo por error, por favor infórmenos a vuelta de correo y
bórrelo. Si usted es el destinatario, le solicitamos mantener reserva del contenido, los datos e información de
contacto del remitente y en general sobre la información de este documento y/o archivos adjuntos, a no ser que
exista una autorización expresa con permisos concedidos o libres. 
 

NOTA VERDE: No imprimas este correo a menos que sea absolutamente necesario. Ahorra papel, ayuda a salvar un árbol.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F19RYpZ3AvjGurnycUkHzXDX0kVF98dUDB%2Fview%3Fusp%3Ddrive_web&data=04%7C01%7Cjadmin46bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C32a94c19eca94b281b4608d9df70f5c1%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637786498571374641%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=LHd5tqv6X00L%2B3UNc2nq%2BcfAYLFTfDi8BoEvPs523%2FI%3D&reserved=0


 TC Torres & Consultores Abogados 
  Especialistas en derecho contractual 
 

1 
Carrera 11 No. 73-44, Oficina 408 

  Yrivera.tcabogados@gmail.com - notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
www.tcabogados.co 

SEÑOR 

JUZGADO CUARENTA Y SEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

SECCIÓN SEGUNDA 

JUEZ ELKIN ALONSO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 

E.              S.                  D. 

  

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de la 

CONSUELO VELANDIA LESMES en contra de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- 

UGPP.  

RADICADO: 11001334204620210023000 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR mayor de edad, domiciliada en la ciudad de 

Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía Nº 1.090.411.578 de Cúcuta, 

portadora de la Tarjeta Profesional 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando como apoderada SUSTITUTA de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público; por medio del presente escrito y dentro del término legal procedo a 

contestar la demanda de la siguiente manera:  

 

A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones incoadas por la parte 

demandante, en consecuencia, respetuosamente le solicito al Despacho que se 

abstenga de fallar de manera condenatoria en mérito del asunto, por las razones 

que a continuación se esgrimen: 

 

En relación a que se declare la nulidad de la Resolución No. RDP 002045 del 8 d 

enero de 2020, por medio de la cual se niega la reliquidación de la pensión; la 

resolución No. RDP 6683 del 11 de marzo de 2020 y RDP 8434 del 31 de marzo 

de 2020 que resuelven los recursos de reposición y apelación contra la resolución 

primigenia; dado que las liquidaciones prestacionales realizadas se han efectuado 

de conformidad con los lineamientos del fallo proferido por el JUZGADO NOVENO 

ADMINISTRATIVO DE DESCONGESTION DEL CIRCUITO DE BOGOTA, de 

fecha 29 de febrero de 2012 confirmado por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA mediante fallo de fecha 23 de agosto de 2012. 

 

Encontrándose que los actos administrativos proferidos por este extremos 

procesal se encuentran ajustados a derecho, y como se observa en la liquidación 

efectuada por la entidad, esta se efectuó en correcta forma y por, no es 

procedente que la entidad desconozca ninguna orden judicial que haga tránsito a 

cosa juzgada. 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/
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Así las cosas no es viable acceder a la nulidad de las resoluciones proferidas por 

la UGPP y acceder al restablecimiento del derecho solicitado por la señora 

CONSUELO VELANDIA LESMES; toda vez que ya hubo pronunciamiento judicial 

en el cual se ordenó y explico la forma de liquidar la pensión reconocida y la 

Unidad realizo dicho descuento en cumplimiento a la ya mencionada orden judicial 

por lo que se señalará la existencia de cosa juzgada. 

Así mismo, esta entidad se opone a las pretensiones, en cuanto es de aclarar al 

peticionario que si bien la prestación se reconoció a partir de la fecha en la cual 

adquirió los requisitos para la pensión de vejez también lo es que la peticionaria 

siguió laborado y por ello se reliquidó la pensión hasta el 18 de mayo de 2014, 

según la resolución No.36483 del 28 de noviembre de 2014, la cual encuentra 

ajustada a derecho toda vez que su liquidación se efectuó teniendo cuenta la Ley 

100 de 1993, Ley 33 de 1985.  

Por otra parte, esta unidad se opone a que se condene al pago de costas y 

agencias de derecho del presente proceso; teniendo en cuenta que en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 118 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el 

Juzgador de Instancia deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya 

liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de General del 

Proceso. Pero para la condena en costas se deberán atender los elementos 

objetivos, sin tener en consideración análisis de carácter subjetivo con ocasión de la 

actuación de las partes. Por ende quedo demostrado que la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP en todas y cada una de 

sus actuaciones legales, actuó bajo el principio de buena fe, y en este asunto, en 

cumplimiento de dicho precepto legal acata en su integridad la normatividad 

vigente para efectos de reconocimiento de derechos pensionales, evidenciándose 

que no es posible acceder a las pretensiones de la demanda y que la entidad fue 

garante de los derechos de la parte actora. 

 

Habida cuenta que no hay lugar a la prosperidad de las declaraciones y condenas, 

solicitadas por la señora CONSUELO VELANDIA LESMES, se debe proceder a 

proferir fallo absolutorio de todo concepto a favor de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP.  

 

A LOS HECHOS Y OMISIONES 

 

Manifiesto a su despacho que me opongo a todos y cada uno de los hechos 

plasmados en el libelo de la demanda, por carecer de fundamento jurídico y 

factico, adicional a ello falta carácter probatorio. 

  

A lo marcado como número 1: No me consta me tengo a lo que se demuestre. 

A lo marcado como número 2: Cierto. 

A lo marcado como número 3: No es un hecho, es un argumento. 

A lo marcado como número 4: Cierto. 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/


 TC Torres & Consultores Abogados 
  Especialistas en derecho contractual 
 

3 
Carrera 11 No. 73-44, Oficina 408 

  Yrivera.tcabogados@gmail.com - notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
www.tcabogados.co 

A lo marcado como número 5: Cierto. 

A lo marcado como número 6: Cierto. 

A lo marcado como número 7: Cierto. 

A lo marcado como número 8: Cierto. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Sea lo primero señalar que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, al realizar el estudio del caso que nos ocupa, 

encontró que la No. RDP 002045 del 8 d enero de 2020, por medio de la cual se 

niega la reliquidación de la pensión; la resolución No. RDP 6683 del 11 de marzo 

de 2020 y RDP 8434 del 31 de marzo de 2020 que resuelven los recursos de 

reposición y apelación contra la resolución primigenia, se encuentran ajustadas a 

derecho.   

  

Por ende, en cuanto a la pretensión de la demandante de que la UGPP, reliquide 

la pensión de jubilación teniendo en cuenta el promedio de todas las cotizaciones 

efectuadas al sistema pensional en los últimos 10 años anteriores al retiro, acorde 

con lo establecido en el régimen de transición aplicando un IBL del 75%, es 

preciso señalar las siguientes consideraciones de orden legal:  

 

Uno de los objetivos principales del sistema que se instauraría, era el de prever 

condiciones uniformes para el acceso a dichas garantías, lo que implicaba superar 

las diferencias que habían sido creadas por una importante cantidad de fuentes 

(legales, administrativas y convencionales), que habían creado, en distintos 

niveles y en diferentes épocas, regímenes especiales en materia pensional. La 

intención del legislador fue entonces, la de crear un sistema general y uniforme de 

seguridad social, amparado en los  artículos 48, 49, 50, 53 y 365 de la 

Constitución Política donde se reconoce a la seguridad social como un servicio 

público y, a su vez, como un derecho constitucional. En este sentido, pretendió el 

legislador materializar, a través del Sistema General de Seguridad Social, el 

principio de igualdad (artículo 13 de la Constitución). 

 

No obstante, reconoció el legislador la importancia de las legítimas expectativas 

creadas respecto de quienes resultaban beneficiarios de dichos regímenes 

especiales anteriores, en principio más benéficos que el que se instauraría con la 

Ley 100 de 1993; razón por la cual se previó un sistema o régimen de transición 

que permite que quienes, al momento de producirse el cambio normativo se 

hallaban más o menos próximos a consolidar sus derechos pensionales, les 

siguieran siendo aplicables las condiciones del régimen anterior, ahora derogado.  

La Ley 100 de 1993 contempla, “ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La 

edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) 

años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/
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en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para 

las mujeres y 62 para los hombres. 

 

“La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o 

el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez 

de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema 

tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o 

más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen 

anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y 

requisitos aplicables a estas personas para acceder a la 

pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas 

en la presente Ley. 

 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las 

personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de 

diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo 

devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el 

cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado 

anualmente con base en la variación del Indice de Precios al 

consumidor, según certificación que expida el DANE. Sin embargo, 

cuando el tiempo que les hiciere falta fuese igual o inferior a dos (2) 

años a la entrada en vigencia de la presente Ley, el ingreso base 

para liquidar la pensión será el promedio de lo devengado en los dos 

(2) últimos años, para los trabajadores del sector privado y de un (1) 

año para los servidores públicos  1. (…)” 

 

La anterior disposición normativa previó los elementos que constituyen la esencia 

del régimen de transición respecto de aquellas personas que, a la entrada en 

vigencia de dicha Ley2, es decir, el 1º de abril de 1994, cumplían con ciertos 

criterios para acceder a la pensión de vejez, de modo que aquellas mujeres que 

contarán con 35 o más años, o para aquellos hombres que tuvieran 40 o más 

años, o 15 o más años de servicios cotizados, les eran aplicables algunos 

componentes de las normas del régimen anterior.  

En esta medida, para obtener la pensión de vejez, se mantenían específicamente 

tres aspectos del sistema preliminar, como lo era: (i) la edad, (ii) el tiempo de 

servicio o el número de semanas cotizadas, y (iii) el monto de la pensión o la tasa 

de reemplazo3. Aclaró la Ley 100 de 1993, que los demás requisitos y condiciones 

que les eran aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se 

                                                           
1 - Inciso 3o. declarado EXEQUIBLE salvo el aparte tachado el cual fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional, mediante Sentencia C-168-95 del 20 de abril de 1995, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria 
Díaz. 
2 Ley 100 de 1993 
3 T-060/16 estableció: “en lo relacionado con el concepto monto se presentan dos acepciones, una en el 
marco de los regímenes especiales y, otra como beneficio del régimen de transición. En cuanto a la primera, 
está concebida como el resultado de aplicar el porcentaje o tasa de reemplazo al promedio de liquidación del 
respectivo régimen; y la segunda como un privilegio legal para aquellos próximos a adquirir el derecho, pero 
que por razón de no haberlo consolidado, serían destinatarios de unas reglas específicas y propias de la 
pensión causada en vigencia de la transición, a través de las disposiciones contenidas en el artículo 36 de la 
Ley 100/93…”. 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
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regían por las disposiciones contenidas en dicha Ley, es decir, que no se 

encontraban cubiertas por el régimen de transición. 

De esta manera se admitió la posibilidad de un trato diferente a la luz del principio 

constitucional de igualdad, al haber dispuesto que cierto grupo de personas se 

beneficiarían de las ventajas que otorgaban los regímenes anteriores a la Ley 100 

de 1993 y en razón de ello se respetaría lo relativo a la edad, el tiempo de servicio 

y el monto de la pensión de acuerdo con lo previsto en las normas antepuestas. El 

ingreso base de liquidación no fue un aspecto sometido al régimen de transición 

ya que la expresión “monto” 4, señalada en el inciso segundo, hace alusión al 

porcentaje que se le debe aplicar al IBL, y no al valor mismo de la pensión, de 

modo que para liquidar las pensiones, se debía acudir al artículo 21 de la misma 

Ley, es decir, que el cálculo se efectúa con el “promedio de los salarios o rentas 

sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores 

al reconocimiento de la pensión” (negrillas agregadas). Buscó así el legislador 

conciliar el mandato de igualdad, con la protección constitucional de las 

expectativas legítimas y, por consiguiente, algunos aspectos del régimen anterior 

fueron incluidos en la transición hacia el nuevo sistema, mientras que otros se 

regirían por el Sistema General que desarrolla la igualdad y se funda en la 

necesaria sostenibilidad financiera del sistema. 

 

La Corte Constitucional ha manifestado que el reconocimientos pensional que no 

resulta de los aportes efectivamente realizados, “resulta contrario al ordenamiento 

constitucional por cuanto (i) desconoce el derecho a la igualdad, en armonía con 

los principios constitucionales de universalidad, solidaridad y eficiencia que rigen 

un sistema pensional equitativo, (ii) genera una desproporción manifiesta entre 

algunas pensiones reconocidas al amparo del artículo 17 de la Ley 4 de 1992 

cuando, además, (iii) existe falta absoluta de correspondencia entre el valor de la 

pensión y las cotizaciones, lo cual conduce a que dicha desproporción excesiva 

sea (iv) financiada con recursos públicos mediante un subsidio muy elevado. Esto 

es, además, (v) incompatible con el principio de Estado Social de Derecho, puesto 

que si bien los subsidios en regímenes especiales no son per se contrarios a dicho 

principio fundamental, sí lo son los subsidios carentes de relación con el nivel de 

ingresos y la dedicación al servicio público del beneficiario del elevado subsidio”. 

Resulta entonces de los principios constitucionales en mención que las reglas 

sobre ingreso base de liquidación (IBL) aplicables a todos los beneficiarios de 

reconocimientos pensionales, son las contenidas en los artículos 21 y 36, inciso 

3º, de la Ley 100 de 1993, y como factores de liquidación de la pensión sólo 

podrán tomarse aquellos ingresos que hayan sido recibidos efectivamente por el 

beneficiario y que tengan carácter remunerativo del servicio, sobre los cuales se 

hubieren realizado las cotizaciones respectivas al sistema. 

De modo que resultaría desproporcionado y contrario a la Constitución que 

mientras a un grupo de personas se les pensiona de acuerdo a las cotizaciones 

efectuadas realmente durante su historia laboral y se les liquida con el ingreso 

base de liquidación (IBL) dispuesto en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, esto 

es, el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado 

                                                           
4 Ibidem. 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
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durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión;   para otro 

colectivo se les liquida con lo devengado en el último año de servicios al dar 

aplicación a los regímenes anteriores, cuando el querer del legislador fue el de 

eliminar las prerrogativas dadas con los regímenes anteriores a fin de unificar el 

Sistema General de Seguridad Social, luego no resulta admisible que a pesar de 

los esfuerzos dados en la Ley 100 de 1993 y en acto legislativo 01 de 2005 se 

continúe con el pago de pensiones no financiadas, calculadas a partir de sumas 

realmente no cotizadas. Igualmente se afecta el principio de sostenibilidad 

financiera al imponerle al Estado la obligación de pagar subsidios elevados o en 

su defecto afectar las subcuentas del resto de afiliados, porque las cotizaciones y 

los recursos propios no son suficientes para pagar la pensión de vejez sobre la 

cual se cotizó.  

 

Como se puede ver, la jurisprudencia constante y unificada de la Corte 

Constitucional determina que al dar aplicación al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

se debe de comprender que el IBL no fue un aspecto sometido a transición dentro 

del Sistema de Seguridad Social, de manera que las mesadas pensionales deben 

liquidarse con el promedio del salario devengado en los últimos diez (10) años de 

servicios, salvo las reglas especiales respecto de quienes a la entrada en vigencia 

de la Ley 100 de 1993 les faltare menos o más de ese término.  

A esta conclusión se llegó al analizar el sentido en que la Corte Constitucional 

emitió la sentencia SU-230 de 2015 y es precisamente la de reiterar los 

argumentos expuestos en la providencia C-258 del 7 de mayo de 2013, mediante 

la cual se declaró “inexequible las expresiones “durante el último año y por todo 

concepto“, “Y se aumentarán en el mismo porcentaje en que se reajuste el salario 

mínimo legal”, contenidas en el primer inciso del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, 

así como la expresión “por todo concepto”, contenida en su parágrafo”. De manera 

que resultaba necesario para los operadores judiciales, dar aplicación de lo 

dispuesto por la Corte Constitucional en el proceso de nulidad y restablecimiento 

del derecho, puesto que la decisión unificada presenta una fuerza obligatoria que 

redunda en una fuente del derecho vinculante. 

 

Al respecto señalo: “4.3.6.3.   Sobre el Ingreso Base de Liquidación 

(…) 

Para el efecto, la Corte acudirá a la regla general de Ingreso Base 

de Liquidación prevista en los artículos 21 y 36 de la Ley 100. En 

efecto, el artículo 36 estableció dos reglas específicas en la materia: 

(i) para quienes el 1° de abril de 1994, les faltara menos de 10 años 

para pensionarse, el IBL sería (a) “el promedio de lo devengado en 

el tiempo que les hiciere falta” para reunir los requisitos para causar 

el derecho a la pensión, o (b) el promedio de lo “cotizado durante 

todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con 

base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según 

certificación que expida el DANE”. (ii) En los demás casos, es decir, 

en la hipótesis de las personas a quienes el 1° de abril de 1994 les 

faltaban más de 10 años para reunir los requisitos de causación de 
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la pensión, a falta de regla especial en el artículo 36 y teniendo en 

cuenta que el inciso segundo ibídem solamente ordena la aplicación 

ultractiva de las reglas de los regímenes especiales sobre edad, 

tiempo de cotización o servicios prestados, y tasa de reemplazo, se 

les debe aplicar la regla general del artículo 21 de la Ley 100, el cual 

indica: 

(…) 

En vista de que (i) no permitir la aplicación ultractiva de las reglas de 

IBL de los regímenes pensionales vigentes antes de la Ley 100 fue 

el propósito original del Legislador; (ii) por medio del artículo 21 y del 

inciso 3° del artículo 36 de la Ley 100, el Legislador buscó unificar 

las reglas de IBL en el régimen de prima media; (iii) ese propósito de 

unificación coincide con los objetivos perseguidos por el Acto 

Legislativo 01 de 2005, específicamente con los de crear reglas 

uniformes que eliminen privilegios injustificados y permitan diseñar 

mecanismos que aseguren la sostenibilidad del sistema -de ahí que 

la reforma mencione expresamente el artículo 36 de la Ley 100 -  la 

Sala considera que en este caso el vacío que dejará la declaración 

de inexequibilidad de la expresión “durante el último año” debe ser 

llenado acudiendo a las reglas generales previstas en las dos 

disposiciones de la Ley 100 referidas. 

En consecuencia, en la parte resolutiva de esta providencia, además 

de declarar inexequible la expresión “durante el último año” 

contenida en el artículo 17 de la Ley 4 de 1992, la exequibilidad del 

resto del precepto será condicionadas a que se entienda que las 

reglas sobre IBL aplicables a todos los beneficiarios de ese régimen 

especial, son las contenidas en los artículos 21 y 36, inciso tercero, 

de la Ley 100 de 1993, según el caso.” 

 

En conclusión, el entendimiento de la norma (artículo 36 de la Ley 100 d 1993) 

deviene en la siguiente forma, de la lectura de su texto: la edad para acceder a la 

pensión de vejez, el tiempo de servicios (o el número de semanas cotizadas), y el 

valor de la pensión de las personas que al momento de entrar en vigencia el 

Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta 

(40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios 

cotizados, será la aplicación de la tasa de reemplazo establecida en el régimen 

anterior al ingreso base de liquidación, determinado por el promedio de lo 

devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el 

tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del 

Índice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el DANE. En el 

caso de las personas a quienes para esa misma fecha les faltaban más de 10 años 

para reunir los requisitos de causación de la pensión, ante la falta de regla especial 

prevista en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se acude a la regla general del 

articulo 21 ibídem. 
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Debe resaltarse que el inciso sexto del artículo 18 de la Ley 100 de 1993 señaló 

que “el monto de la cotización mantendrá siempre una relación directa y 

proporcional al monto de la pensión”, así mismo el inciso sexto del Acto Legislativo 

01 de 2005, que adicionó el artículo 48 de la Constitución Política dispone que 

“Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores 

sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones”, todo bajo 

la responsabilidad que recae en el Estado de garantizar “los derechos, la 

sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos 

con arreglo a la Ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con 

la Ley esté a su cargo”5.  

Ahora bien, a parte de las Sentencias de Unificación: SU 023 de 05 de abril de 

2018, SU 395 de 22 de junio de 2017, SU 631 de 12 de octubre de 2017, SU 

427 de 11 de agosto de 2016, SU 230 de 29 de abril de 2015, C 250 de 2010 de 

la Honorable Corte Constitucional donde se recalcó imperantemente que no es 

procedente reliquidar la pensión del beneficiario de transición con la aplicación de 

todos los factores salariales devengados en el último año de servicios, toda vez 

que se dejó claro que el Ingreso Base de Liquidación no forma parte del régimen 

de transición, ya que el legislador solo contemplo la edad, tiempo y monto 

(entendido como tasa de reemplazo) como aspectos que se tienen en cuenta de la 

norma anterior. 

No está de más recordar a este estrado judicial y a la parte actora la reciente 

sentencia unificadora del Honorable Consejo de Estado de fecha 28 de 

agosto de 2018 C.P.: Cesar Palomino Cortes (2012-143), la cual unifico el 

criterio de interpretación sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 reglas que se 

extienden a todas las pensiones reguladas por el régimen de transición. Por lo que 

dicha sentencia de unificación son de aplicación erga omnes (de inmediato y 

obligatorio cumplimiento), ya que en esta, el honorable Consejo de Estado rectifica 

la postura que venía aplicando y señala que la manera correcta de interpretar el 

régimen de transición es respetando los conceptos de edad tiempo de servicios y 

monto entendido como tasa de reemplazo del régimen anterior, sin que esté 

incluido en la transición el ingreso base de liquidación. 

El fallo de unificación proferido por el Consejo de Estado, precisa que el nuevo 

criterio pretende garantizar la debida correspondencia que en un sistema de 

contribución bipartita se debe mantener entre lo aportado, lo que el sistema 

retorna al afiliado y el aseguramiento de la viabilidad financiera del sistema. 

A su vez, también estableció que el IBL (contenido en el artículo 36) hace parte 

del régimen de transición para aquellas personas beneficiarias del mismo que se 

pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de remplazo del régimen 

general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. 

 

Este pronunciamiento significa, para aquellos servidores públicos que se 

pensionen conforme a las condiciones de la Ley 33 de 1985, que el periodo para 

liquidar su pensión es el previsto en el inciso 3° del artículo 36 de la Ley 100, o del 

artículo 21 de la misma Ley, según el tiempo que faltaba para adquirir el derecho a 

la pensión a la fecha de entrada en vigencia de la nueva normativa pensional.  

                                                           
5 Inciso 1 artículo primero Acto Legislativo 01 de 2005. 
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Realizado el recuento normativo relevante sobre la jurisprudencia y la correcta 

interpretación del Ingreso Base de Liquidación – IBL para los beneficiarios del 

régimen de transición, no hay que dejar de lado que el Consejo de Estado ya 

unifico su criterio interpretativo sobre el tema objeto de debate, acogiendo los 

lineamientos y posturas de la interpretación reseñada por la Honorable Corte 

Constitucional.  

  

Descendiendo al caso en concreto, la señora CONSUELO VELANDIA LESMES 

decidió promover el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho en contra 

de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social – UGPP6, por considerar que la entidad le 

desconoció sus derechos al no liquidar su mesada pensional con el promedio de 

todas las cotizaciones efectuadas al sistema pensiona durante los últimos 10 años 

anteriores al retiro del servicio.  

   

Teniendo en cuenta que la señora CONSUELO VELANDIA LESMES adquirió su 

status jurídico el 26 de marzo de 2008., bajo la vigencia de la Ley 100 de 1993, 

siendo beneficiaria del régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

el cual establece que quienes a la fecha de vigencia del Nuevo Sistema General 

de Pensiones contaran con 15 años de servicio o más, o tuvieran 35 años de 

edad, en el caso de la mujer o 40 años si es varón, se les respetará la edad, el 

tiempo y el monto de la pensión que señalen las disposiciones contenidas en el 

régimen anterior; sin embargo, aclara que las demás condiciones y requisitos 

aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por lo 

establecidos en la Ley 100 de 1993.  

 

Despejado lo anterior, del acervo probatorio, se desprende que la demandante era 

beneficiaria del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, y que mediante la 

resolución No. RDP N 59886 de 9 de diciembre de 2008, se reconoció una 

pensión de vejez de forma favorable a la señora CONSUELO VELANDIA 

LESMES, de acuerdo con los artículos 33,34 y 36 de la Ley 100 de 1993, teniendo 

en cuenta el 75% del promedio de lo devengado sobre el salario promedio de 10 

años, conforme a lo establecido artículo 36 de la Ley 100/93, y sentencia 168 del 

20 de entre el 01 de abril 1998y el 30 de marzo de 2008; incluyendo los factores 

salariales del Decreto 1158 de 1004 correspondientes a asignación básica y 

bonificación por servicios prestados, por lo que no es viable acceder a la 

reliquidación pensional solicitada. Como se observa a continuación: 

 

                                                           
6 En adelante, UGPP. 
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Para efectos de liquidar la mesada pensional, se tuvieron en cuenta los 

lineamientos del fallo proferido por el JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO DE 

DESCONGESTION DEL CIRCUITO DE BOGOTA, de fecha 29 de febrero de 

2012 confirmado por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

mediante fallo de fecha 23 de agosto de 2012, en la que se dispuso: 

 

“(…) Cuarto: En consecuencia, la entidad será condenada al 

reconocimiento y pago de la prestación en la cuantía ordenada en la 

Resolución N 59886 de 9 de diciembre de 2008, a partir del 26 de 

marzo de 2008, sin condicionamiento a retiro, dada la calidad de 

docente que ostenta la señora Consuelo Velandia de Lesmes, con 

cédula de ciudadanía No. 41.579.006, con los reajustes a que haya 

lugar por los años subsiguientes y en los términos de ley. (…)” 

 

Que la anterior sentencia judicial se le dio cumplimiento por medio de la resolución 

No.16575 del 23 de noviembre de 2012; así: 

 

“(…) Reconocer y ordenar el pago a favor de la señora VELANDIA 

DE LESMES CONSUELO ya identificada, de una pensión mensual 

vitalicia por GRACIA-RELIQUIDACION, en cuantía de 

($1,474,532.53) UN MILLON CUATROCIENTOS SETENTA Y 

CUATRO MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS PUSOS CON 53/100 

M/CTE, efectiva a partir del 1 de abril de 2008. La peticionaria, debe 

demostrar retiro definitivo del servicio en los términos previstos por la 

Ley, para el disfrute de esta pensión. (…)” 

 

De acuerdo a la orden anterior esta Entidad efectuó la reliquidación prestacional 

conforme a los nuevos certificados de tiempos de servicio y de factores salariales 

emitidos por la UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL aportados, expidiendo 

para tal efecto la Resolución No. 59886 de 09 de diciembre de 2008, estudio que 

se realizó con el régimen de transición y la ley 33 de 1985. 

 

Que por lo anterior, se evidencia que la Resolución No. 36483 de 28 de noviembre 

de 2014 que reliquido la pensión de vejez, se encuentra ajustada a derecho toda 

vez que su liquidación se efectuó teniendo en cuenta la Ley 100 de 1993, Ley 33 

de 1985. 

 

Es de aclarar al peticionario que si bien la prestación se reconoció a partir de la 

fecha en la cual adquirió los requisitos para la pensión de vejez también lo es que 

la peticionaria siguió laborado y por ello se reliquidó la pensión hasta el 18 de 

mayo de 2014, según la resolución No.36483 del 28 de noviembre de 2014, la cual 

encuentra ajustada a derecho toda vez que su liquidación se efectuó teniendo 

cuenta la Ley 100 de 1993, Ley 33 de 1985. 

 

En cuanto al estudio de toda la vida laboral se revisa el expediente pensional y se 

evidencia CERTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE TIEMPOS LABORADOS CETIL 

No. 201911899999124000580011 de fecha 12 de Marzo de 2020 en la cual se 

indica que la señora VELANDIA DE LESMES CONSUELO, laboro para la 
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UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL del 01 de Julio de 1975 hasta el 18 de 

Mayo de 2014, y solo certifica valores desde el 01 de mayo de 2004 y hasta el año 

2014, por lo tanto no es posible realizar la liquidación de forma completa. 

 

Que obran certificados de factores salariales en el expediente no se encuentran en 

formato CETIL de conformidad con el Decreto 726 de 2018 que establece que las 

entidades reconocedoras no pueden resolver las solicitudes prestacionales con 

base en formatos diferentes al CETIL, excluyendo a partir del 01 de julio de 2019 

los formatos CLEBP dispuestos en la Circular Conjunta No. 13 de 2007 por el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de la Protección Social. 

 

Que teniendo en cuenta los certificados de factores salariales aportados por la 

demandante al expediente administrativo, evidenciándose que el reconocimiento 

pensional en concordancia con la Ley 100 de 1993, la mesada pensional se 

encuentra debidamente liquidada y ajustada a derecho al encontrar coherencia 

con el Decreto 1158 de 1994 y el régimen de transición ya estipulado.  

 

Por ende, quedo demostrado que la demandante no se puede acceder a la 

reliquidación de la pensión de vejez, dado que la entidad al momento de reconocer 

la prestación efectuó la liquidación teniendo en cuenta que el status jurídico de 

pensionada se adquirió en vigencia de la Ley 100 de 1993, de conformidad con el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y los factores salariales contemplados en el 

Decreto 1158 de 1994 y así quedó demostrado en las resoluciones emitidas.     

 

En razón a lo expuesto y teniendo en cuenta que las resoluciones No. RDP 

002045 del 8 d enero de 2020, por medio de la cual se niega la reliquidación de la 

pensión; la resolución No. RDP 6683 del 11 de marzo de 2020 y RDP 8434 del 31 

de marzo de 2020 que resuelven los recursos de reposición y apelación contra la 

resolución primigenia, se encuentran debidamente notificadas y ejecutoriadas, no 

habrá lugar por parte de esta entidad a reconocer valores algunos ni derechos no 

acreditados pues al respecto en este juicio se aportaron los mismos elementos 

probatorios que para emitir las resoluciones mencionadas y por ende los actos 

administrativos atacados de nulidad no son jurídicamente cambiables.   

 

 

EXCEPCIONES 

 

Con el debido respeto la entidad demandada UGPP presenta las siguientes 

excepciones a la demanda formulada. 

 

EXCEPCIÓN DE FONDO 

 

PRIMERA: INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN - COBRO DE LO NO DEBIDO: 

En razón a que se pretende que la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, entidad 

que represento pague dineros sin que le asista el derecho a la demandante. 
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Se evidencia un cobro de lo no debido e inexistencia de la obligación pretendido 

por la demandante toda vez que para liquidar la mesada pensional, se tuvieron en 

cuenta los lineamientos del fallo proferido por el JUZGADO NOVENO 

ADMINISTRATIVO DE DESCONGESTION DEL CIRCUITO DE BOGOTA, de 

fecha 29 de febrero de 2012 confirmado por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA mediante fallo de fecha 23 de agosto de 2012, en la que se 

dispuso: 

 

“(…) Cuarto: En consecuencia, la entidad será condenada al 

reconocimiento y pago de la prestación en la cuantía ordenada en la 

Resolución N 59886 de 9 de diciembre de 2008, a partir del 26 de 

marzo de 2008, sin condicionamiento a retiro, dada la calidad de 

docente que ostenta la señora Consuelo Velandia de Lesmes, con 

cédula de ciudadanía No. 41.579.006, con los reajustes a que haya 

lugar por los años subsiguientes y en los términos de ley. (…)” 

 

Que la anterior sentencia judicial se le dio cumplimiento por medio de la resolución 

No.16575 del 23 de noviembre de 2012; así: 

 

“(…) Reconocer y ordenar el pago a favor de la señora VELANDIA 

DE LESMES CONSUELO ya identificada, de una pensión mensual 

vitalicia por GRACIA-RELIQUIDACION, en cuantía de 

($1,474,532.53) UN MILLON CUATROCIENTOS SETENTA Y 

CUATRO MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS PUSOS CON 53/100 

M/CTE, efectiva a partir del 1 de abril de 2008. La peticionaria, debe 

demostrar retiro definitivo del servicio en los términos previstos por la 

Ley, para el disfrute de esta pensión. (…)” 

 

De acuerdo a la orden anterior esta Entidad efectuó la reliquidación prestacional 

conforme a los nuevos certificados de tiempos de servicio y de factores salariales 

emitidos por la UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL aportados, expidiendo 

para tal efecto la Resolución No. 59886 de 09 de diciembre de 2008, estudio que 

se realizó con el régimen de transición y la ley 33 de 1985. 

 

Que por lo anterior, se evidencia que la Resolución No. 36483 de 28 de noviembre 

de 2014 que reliquido la pensión de vejez, se encuentra ajustada a derecho toda 

vez que su liquidación se efectuó teniendo en cuenta la Ley 100 de 1993, Ley 33 

de 1985. 

 

Es de aclarar al peticionario que si bien la prestación se reconoció a partir de la 

fecha en la cual adquirió los requisitos para la pensión de vejez también lo es que 

la peticionaria siguió laborado y por ello se reliquidó la pensión hasta el 18 de 

mayo de 2014, según la resolución No.36483 del 28 de noviembre de 2014, la cual 

encuentra ajustada a derecho toda vez que su liquidación se efectuó teniendo 

cuenta la Ley 100 de 1993, Ley 33 de 1985. 

 

En cuanto al estudio de toda la vida laboral se revisa el expediente pensional y se 

evidencia CERTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE TIEMPOS LABORADOS CETIL 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/


 TC Torres & Consultores Abogados 
  Especialistas en derecho contractual 
 

14 
Carrera 11 No. 73-44, Oficina 408 

  Yrivera.tcabogados@gmail.com - notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
www.tcabogados.co 

No. 201911899999124000580011 de fecha 12 de Marzo de 2020 en la cual se 

indica que la señora VELANDIA DE LESMES CONSUELO, laboro para la 

UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL del 01 de Julio de 1975 hasta el 18 de 

Mayo de 2014, y solo certifica valores desde el 01 de mayo de 2004 y hasta el año 

2014, por lo tanto no es posible realizar la liquidación de forma completa. 

 

Que obran certificados de factores salariales en el expediente no se encuentran en 

formato CETIL de conformidad con el Decreto 726 de 2018 que establece que las 

entidades reconocedoras no pueden resolver las solicitudes prestacionales con 

base en formatos diferentes al CETIL, excluyendo a partir del 01 de julio de 2019 

los formatos CLEBP dispuestos en la Circular Conjunta No. 13 de 2007 por el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de la Protección Social. 

 

Por ende, quedo demostrado que la demandante no se puede acceder a la 

reliquidación de la pensión de vejez, dado que la entidad al momento de reconocer 

la prestación efectuó la liquidación teniendo en cuenta que el status jurídico de 

pensionada se adquirió en vigencia de la Ley 100 de 1993, de conformidad con el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y los factores salariales contemplados en el 

Decreto 1158 de 1994 y así quedó demostrado en las resoluciones emitidas. 

 

Así las cosas en vista de que las resoluciones las resoluciones No. RDP 002045 

del 8 d enero de 2020, por medio de la cual se niega la reliquidación de la pensión; 

la resolución No. RDP 6683 del 11 de marzo de 2020 y RDP 8434 del 31 de marzo 

de 2020 que resuelven los recursos de reposición y apelación contra la resolución 

primigenia; se encuentran ajustadas al ordenamiento jurídico, no hay lugar a 

cobrar a la entidad demandada reliquidación de pensión alguna, ni la Indexación 

de las mesadas pensionales, ni retroactivo, ni intereses moratorios conforme al 

índice de precios al Consumidor "IPC" o ajuste de valor certificado por el DANE; 

toda vez que la negativa del reconocimiento pretendido se efecto conforme a la 

normatividad vigente. 

 

SEGUNDA: PRESCRIPCIÓN: La presente excepción de prescripción se propone, 

sin que con ello se reconozca derecho alguno a la demandante. Se propone 

prescripción sobre cualquier derecho que eventualmente se hubiere causado a 

favor de la demandante, de conformidad con las normas legales, sobre las 

reclamaciones aducidas por la parte actora. 

 

El artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo, señala que las acciones 

correspondientes a los derechos regulados en este Código prescriben en tres (3) 

años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, 

salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas en el Código 

Procesal del Trabajo o en el presente estatuto. 

 

De acuerdo con lo anterior, cómo se debe entender el momento en que se le 

define dicho derecho, si desde que se desvincula de la Entidad o desde que se le 

reconoce dicho derecho por medio de un acto administrativo. 
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De otro lado, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en 

Sentencia del 21 de enero de 1984, al referirse a la prescripción de la acción en 

materia de pensiones reitera su jurisprudencia aseverando que por ser la pensión 

una prestación de tracto sucesivo y de carácter vitalicio este derecho a la pensión 

no prescribe, dándose a la prescripción solamente en cuanto a las mesadas 

pensionales dejadas de percibir. 

 

TERCERA: IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN COSTAS. 

 

Mi poderdante en todas y cada una de sus actuaciones legales, actúa bajo el 

principio de buena fe, y en este asunto, en cumplimiento de dicho precepto legal 

acata en su integridad la normatividad vigente para efectos de reconocimiento y 

liquidación de derechos pensionales.  

 

La condena en costas y agencias en derecho: las mismas no son viables por 

cuanto El Consejo de Estado7, ha manifestado al respecto lo siguiente: 

  

En efecto, dicha ponderación debe conducir a que se verifique si han 

procedido con notorio abuso del derecho de acceso a la justicia, por 

el ejercicio del derecho de acción o defensa, de la facultad de 

solicitar o presentar pruebas de interponer recurso o de promover 

incidentes en forma claramente irrazonable, temeraria, infundada, 

dilatoria o desleal. 

 

Ahora bien, respecto a la condena en costas impuesta por el Tribunal a la entidad 

demandada se tendrá en cuenta lo dispuesto en la Sentencia de 19 de enero del 

2015, Actor: Ivonne Ferrer Rodríguez, No. interno: 4583-2013 del M.P. Dr. 

Gustavo Gómez Aranguren, en la que se señaló sobre la naturaleza de la condena 

en costas a luz del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo y el Código General del Proceso8, que dicho precepto 

contiene un verbo encaminado a regular la actuación del funcionario judicial 

cuando profiera sentencia que decida el mérito de las pretensiones en una causa 

sometida a su conocimiento, que es el de “dispondrá” el cual, acorde con el 

diccionario de la real academia de la lengua española es sinónimo de “decir”, 

“determinar”, “mandar”, “proveer”, por lo que, sin mayor esfuerzo puede colegirse 

que lo prescrito por el legislador en la norma en cita no es otra cosa que la 

facultad del juez para pronunciarse sobre la condena en costas. 

 

Se deja en claro igualmente que tal disposición no impuso al funcionario judicial la 

obligación de “condenar” en costas, sino la de “disponer” sobre las costas, esto es, 

la de pronunciarse sobre la procedencia o no de imponerlas. 

 

Bajo esta preceptiva se precisó que si bien en el texto actual que regula la 

actuación judicial en los asuntos de conocimiento de la jurisdicción de lo 

                                                           
7 Consejo de Estado, Sección Tercera, Radicado 48809, 13 de junio de 2016. 
8Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia 

dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de 
Procedimiento Civil. 
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contencioso administrativo (Ley 1437 de 2011) ya no obra la previsión de antaño 

contenida en el artículo 171 del decreto 1 de 1984, referida a la potestad de 

imponer condena en costas “teniendo en cuenta la conducta asumida por las 

partes…”, también lo es que el nuevo articulado no impone una camisa de fuerza 

“automática” frente al vencido en el litigio, por lo que, comprendiendo que tal 

condena es el resultado de una serie de factores tales como, por ejemplo, la 

temeridad, la mala fe y la existencia de pruebas en el proceso sobre la causación 

de gastos y costas en el curso de la actuación, será el respectivo director del 

proceso quien, ponderando tales circunstancias, se pronuncie con la debida 

sustentación sobre su procedencia. 

 

Así mismo, se concluyó que esta interpretación resulta consonante con lo previsto 

por el artículo 392 del Código General del Proceso, que dispone que la condena 

en costas se impondrá en los procesos y actuaciones posteriores a aquellos “… en 

que haya controversia…” y que “…sólo habrá lugar a costas cuando en el 

expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. 

 

Por ende, los artículos 365 y 366 del CGP regulan específicamente la condena en 

costas y el numeral 8 del 365 dispone que: 

 

 “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se 

causaron y en la medida de su comprobación.”   

Significa que para que proceda la condena en costas es necesario que aparezca 

probado en el expediente que se causaron y, además, el juez al momento de fijar 

el monto deberá analizar las circunstancias en cada caso.  

En ese sentido, la determinación de las costas no es una consecuencia 

automática dentro del proceso, pues, para imponerlas, el Juez debe analizar la 

conducta asumida por las partes y determinar si estas se probaron y causaron. 

 

Es así que el H. Consejo de Estado, mediante sentencia del 7 de abril de 2016 CP 

William Hernández Gómez Rad: 130012333000-2013-00022-01 establecido: 

 

“…El análisis anterior permite las siguientes conclusiones básicas 

sobre las costas: 

El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena 

en costas al pasar de un criterio “subjetivo” a uno “objetivo 

valorativo” 

Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se 

“dispondrá” sobre costas, es decir, se decidirá, bien sea para 

condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las 

precisas reglas del CGP. 

Sin embargo, se le califica de “valorativo “porque se requiere que en 

el expediente el juez revise si la misma se causaron en la medida de 

su comprobación. Tal y como lo ordena el C.G., esto es, con el pago 
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de gastos ordinarios del proceso y con actividad del abogado 

efectivamente realizada dentro del proceso. Se recalca, en esa 

valoración no se incluye la mala fe o temeridad de las partes.” 

(…) 

 

El anterior criterio objetivo-valorativo, fue reiterado por la Sección Segunda del 

Consejo de Estado en sentencia de 18 de enero de 2018. 

  

“En el caso en estudio, encontró el Tribunal que la juez de primera 

instancia se abstuvo de condenar en costas y agencias en derecho a 

la parte demandada acudiendo para ello a lo señalado a las reglas 

fijadas en el numeral 8º del artículo 365 del Código General del 

Proceso, porque consideró que no aparecía probada su causación”.  

  

Al respecto indicó la segunda instancia que en este caso se estaba 

ante el evento descrito en el numeral 5 del artículo 365 del CGP, por 

cuanto prosperaban parcialmente las pretensiones de la demanda. 

Sin embargo, como lo ha precisado el Consejo de Estado, estas 

circunstancias deben analizarse en conjunto con la regla del numeral 

8, que dispone que "Solo habrá lugar a costas cuando en el 

expediente aparezca que se causaron y en la medida de su 

comprobación". 

 

 

CUARTA: GENÉRICA O INNOMINADA. 

De manera respetuosa se presenta esta excepción con el fin de que se aplique 

cuando se demuestre cualquier medio de defensa a favor de la entidad 

demandada, en ese sentido se declaren las demás excepciones que resulten 

dentro del procesos. 

 

MEDIOS DE PRUEBAS 

 

 

1. APORTADAS POR LA ENTIDAD. 

 

Solicito al Despacho tenga como medios de prueba los aportados en el expediente 

Administrativo para el caso en mención. Enviado digitalmente. En caso de 

necesitarse Clave 1m2g3n3sugpp. 

 

 

ANEXOS 

 

1. Poder debidamente otorgado por la entidad al señor JOSÉ FERNANDO 

TORRES. 

2. Escritura Publica No. 3054 del 22 de octubre de 2013, de la Notaria 25 

de Bogotá.  
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3. Sustitución pensional a la suscrita apoderada.  

4. Copia de la cedula de ciudadanía. 

5. Copia de la tarjeta profesional de abogada.   

 

NOTIFICACIONES 

 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 El suscrito en la Cra. 11 # 73- 44 Oficina 408 – Bogotá D.C. 

 Tel. 3017329109 

 Solicito muy amablemente al despacho, que en caso de cualquier 

notificación vía correo electrónico, aparte de la respectiva 

comunicación a la entidad que represento, también se me notifique a 

mi correo: yrivera.tcabogados@gmail.com 

 

 

Del Señor Juez,  

  

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 

T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura. 
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SEÑOR 

JUZGADO CUARENTA Y SEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

SECCIÓN SEGUNDA 

JUEZ ELKIN ALONSO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 

E.              S.                  D. 

  

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de la 

CONSUELO VELANDIA LESMES en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP.  

RADICADO: 11001334204620210023000 

ASUNTO: SUSTITUCION DE PODER 

 

JOSÉ FERNANDO TORRES P., mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 79.889.216 de Bogotá, abogado titulado 

e inscrito portador de la tarjeta profesional No. 122.816 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando en mi calidad de APODERADO GENERAL de la entidad 

demandada, conforme consta en la Escritura Pública No. 03054 elevada el 22 de octubre 

de 2013 ante la Notaría Veinticinco (25) del Circulo de Bogotá, cuya copia anexo, por 

medio del presente documento, con el debido y acostumbrado respeto, me permito 

solicitar se sirva reconocer personería al suscrito en los términos del poder general y, con 

tal reconocimiento SUSTITUYO el poder a la Dra. YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía Nº 

1.090.411.578 de Cúcuta, portadora de la Tarjeta Profesional 239.922 del Consejo Superior 

de la Judicatura, a quien se puede notificar a través del correo electrónico 

yulystefany@hotmail.com, que es el mismo registrado en el Registro Nacional de 

Abogados. 

La apoderada sustituta queda investida con las mismas facultades otorgadas al suscrito, 

incluyendo la de conciliar judicial o extrajudicialmente. 

 

Ruego a su Señoría se sirva reconocer personería al suscrito y a la Dra. YULIAN 

STEFANI RIVERA ESCOBAR en los términos y para los efectos a que se contrae este 

escrito. 

 

Se confiere esta sustitución de poder conforme al artículo 74 Código General del 

Proceso que establece lo referente a las sustituciones de poder las mismas se 

presumen auténticas. 

 

Respetuosamente,     Acepto, 

 

                                                                                      

  

 

 

JOSÉ FERNANDO TORRES P. 

C.C. 79.889.216 de Bogotá 

T.P. 122.816 del C.S. de la J. 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 
C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 

T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura 
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1110 
 
Bogotá D.C., CORR_FECHA_RAD 
 

DOCTOR(A): 
JOSE FERNANDO TORRES PEÑUELA 
Abogado Externo Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP 
Correo electrónico: jftorres@ugpp.gov.co 
Dirección: Carrera 11  73 44 oficina 408 Edificio Monserrat 
BOGOTA D.C. - BOGOTA_D.C 
COLOMBIA 
 
 

Asunto: Envió Expedientes Administrativos. 

Respetado Doctor(a): JOSE FERNANDO TORRES PEÑUELA 

Con el fin de dar cumplimiento a las previsiones contenidas en el parágrafo 1 de artículo 
175 del CPACA y el artículo 31 del Código Procesal del Trabajo parágrafo 1º numeral 2, 
según las cuales, la Entidad demandada debe aportar dentro del término de traslado los 
antecedentes administrativos de los demandantes y/o los documentos que tenga relación 
con el objeto de la Litis y que se encuentren en su poder, me permito remitir a usted los 
expedientes que se relacionan a continuación:  

 

ITEM DEMANDANTE 
CEDULA 

DEMANDANTE 
CAUSANTE 

CEDULA 
CAUSANTE 

RADICADO DESPACHO FONDO 
TIPO DE 

CORRESPONDENCIA 

1 
VELANDIA 

LESMES 
CONSUELO 

79889216 
VELANDIA 

LESMES 
CONSUELO 

41579006 110013342046202100230 
JUZGADO 46 

ADMINISTRATIVO 
DE BOGOTA 

CAJANAL 
EXPEDIENTE Y 

CERTIFICACION 

 

En virtud de lo anterior, agradezco la radicación oportuna de los documentos en 
los despachos judiciales respectivos, toda vez que la inobservancia de los mandatos 
legales ya citados, constituyen falta disciplinaria gravísima.  

Radicado: CORR_NUM_RAD 

*CORR_NUM_RAD* 
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Me permito indicar que es necesario remitir clave de acceso (1m2g3n3sugpp) del medio 
magnético (CD), a los despachos correspondientes al momento de realizar la radicación 
de cualquiera de los expedientes administrativos enviados; esto para la apertura de los 
archivos. 

Finalmente, se solicita que cualquier irregularidad y/o inconveniente con los expedientes 
administrativos se comunique al supervisor del contrato o al suscrito.  

Agradeciendo su colaboración,  

 
Cordialmente, 
 
 
 
 
Ubicacion_Firma_Digital_noBorrar 
 
 
 
 

JAVIER ANDRES SOSA PEREZ 
Subdirección de Defensa Judicial Pensional 
Anexos: entrega la información en medio magnético (dando cumplimiento al PIGA en lo relacionado con la “cultura cero 
papel”) 
 
APROBÓ: Lady Salgado 

 



 

 

 
























































































